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TEMARIO	COMÚN

Tema 1.- La Constitución española de 1978: estructura y contenido. Derechos y deberes
fundamentales: garantía y suspensión. Instituciones básicas del Estado. Estatuto de
Autonomía de la Región de Murcia: estructuración y contenido.

Tema 2.- La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Murcia: organización
y régimen jurídico.

Tema 3.- Ordenación de la Función Pública Regional. Principios informadores. Clases de
personal: su régimen jurídico. Derechos y Deberes: derechos de negociación colectiva y
huelga. Régimen disciplinario. Régimen de incompatibilidades. Retribuciones. La
responsabilidad de las Administraciones y de los funcionarios. La protección de datos de
carácter personal y el secreto profesional.

Tema 4.- El procedimiento administrativo común: concepto. Fases del procedimiento
administrativo común. Audiencia al interesado. Cómputo de plazos. La revisión de los actos
en vía administrativa. Los derechos de los ciudadanos.

Tema 5.- Los recursos humanos y la calidad en los servicios. Los servicios de información
administrativa y de atención al ciudadano.

Tema 6.- Los sistemas informáticos: concepto, componentes y funcionamiento general.
Redes de ordenadores e Internet. La red corporativa de la Comunidad Autónoma de la
Región de Murcia.

Tema 7.- Prevención de riesgos laborales: derechos y obligaciones de los trabajadores en
materia de prevención de riesgos laborales. La organización de la Prevención de Riesgos
Laborales en la Administración Regional.

Tema 8.- La sede electrónica. La identificación y autenticación de las personas físicas y
jurídicas para las diferentes actuaciones en la gestión electrónica. El documento
electrónico. El expediente electrónico. La Plataforma de Interoperabilidad.

Tema 9.- Igualdad: Disposiciones generales. Transparencia y acceso a la información
pública: conceptos fundamentales.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.
DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES:	GARANTÍA	Y	SUSPENSIÓN.
INSTITUCIONES	BÁSICAS	DEL	ESTADO.	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA
DE	LA	REGIÓN	DE	MURCIA:	ESTRUCTURACIÓN	Y	CONTENIDO.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	DE	LA	COMUNIDAD
AUTÓNOMA	DE	MURCIA:	ORGANIZACIÓN	Y	RÉGIMEN	JURÍDICO.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	DE	LA	REGIÓN	DE	MURCIA

El Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia regula la Administración autonómica en los siguientes
términos:

Artículo cincuenta y uno.

Uno.	Corresponde	a	la	Comunidad	Autónoma	la	creación	y	estructuración	de	su	propia	Administración
Pública,	dentro	de	los	principios	generales	y	normas	básicas	del	Estado.

Dos.	La	organización	de	la	Administración	Pública	de	la	Región	responderá	a	los	principios	de	legalidad,
eficacia,	economía,	jerarquía	y	coordinación,	así	como	a	los	de	descentralización	y	desconcentración.

En	aplicación	de	estos	principios,	los	organismos,	servicios	o	dependencias	regionales	podrán	establecerse
en	los	lugares	más	adecuados	del	territorio.

Tres.	La	Administración	Regional	posee	personalidad	jurídica	y	plena	capacidad	de	obrar	para	el	cumpli‐
miento	de	sus	fines.

Artículo cincuenta y dos.

El	régimen	jurídico	de	la	Administración	Pública	Regional	y	de	sus	funcionarios	será	regulado	mediante	Ley
de	la	Asamblea	de	conformidad	con	la	legislación	básica	del	Estado.

Además de los principios establecidos en el Estatuto de Autonomía, esta materia está regulada por la Ley
7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia.

Personalidad jurídica y competencia.- La Administración General de la Comunidad Autónoma, constituida
por órganos jerárquicamente ordenados, actúa con personalidad jurídica única.

Los organismos públicos autonómicos tienen por objeto la realización de actividades de ejecución o
gestión tanto administrativas de fomento o prestación, como de contenido económico reservado a la
Administración General; dependen de ésta y se adscriben, directamente o a través de otro organismo
público a la Consejería competente por razón de la materia o a la que establezca su ley de creación.

Las potestades y competencias administrativas que, en cada momento, tengan atribuidas la Administra-
ción General y sus organismos públicos por el ordenamiento jurídico, determinan la capacidad de obrar
de una y otros.
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TEMA	3.‐	ORDENACIÓN	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	REGIONAL.	PRINCIPIOS
INFORMADORES.	CLASES	DE	PERSONAL:	SU	RÉGIMEN	JURÍDICO.	DERECHOS
Y	DEBERES:	DERECHOS	DE	NEGOCIACIÓN	COLECTIVA	Y	HUELGA.	RÉGIMEN
DISCIPLINARIO.	RÉGIMEN	DE	INCOMPATIBILIDADES.	RETRIBUCIONES.

LA	RESPONSABILIDAD	DE	LAS	AA.PP.	Y	DE	LOS	FUNCIONARIOS.	LA	PROTECCIÓN
DE	DATOS	DE	CARÁCTER	PERSONAL	Y	EL	SECRETO	PROFESIONAL.

1.‐	ORDENACIÓN	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	REGIONAL

La	ordenación	de	la	Función	Pública	regional	se	ha	llevado	a	cabo	mediante	Decreto	Legislativo	1/2001,	de
26	de	enero,	por	el	que	se	aprueba	el	Texto	Refundido	de	la	Ley	de	la	Función	Pública	de	la	Región	de	Murcia,
que	presenta	la	siguiente	estructura	y	contenido:

CAPÍTULO	I.	Objeto	y	Ámbito	de	la	Ley
CAPÍTULO	II.	Clases	de	Personal	y	Régimen	Jurídico	Respectivo
CAPÍTULO	III.	Órganos	Superiores	de	la	Función	Pública	Regional:	Composición	y	Competencias
CAPÍTULO	IV.	Estructura	de	la	Función	Pública	Regional
CAPÍTULO	V.	El	Registro	General	de	Personal
CAPÍTULO	VI.	Oferta	de	Empleo	Público	y	Selección	de	Personal
CAPÍTULO	VII.	De	la	Adquisición	y	Pérdida	de	la	Condición	de	Funcionario
CAPÍTULO	VIII.	La	Carrera	Administrativa	y	la	Provisión	de	Puestos	de	Trabajo
CAPÍTULO	IX.	Situaciones	Administrativas	de	los	Funcionarios
CAPÍTULO	X.	Sistema	de	Retribuciones	y	Régimen	de	Seguridad	Social
CAPÍTULO	XI.	Derechos	de	los	Funcionarios
CAPÍTULO	XII.	Deberes,	Incompatibilidades	y	Responsabilidades	de	los	Funcionarios
CAPÍTULO	XIII.	Régimen	Disciplinario

Disposiciones	adicionales	(15)
Disposiciones	transitorias	(5)
Disposición	final	(1)

Respecto	de	esta	regulación	autonómica	hay	que	tener	en	cuenta	que	posteriormente	se	aprobó	a	nivel
estatal	el	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	primero	mediante	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	y	después
mediante	Real	Decreto	Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre.

Y	su	art.	6,	sobre	Leyes	de	Función	Pública,	dispone	que	“En	desarrollo	de	este	Estatuto,	las	Cortes	Generales
y	las	asambleas	legislativas	de	las	comunidades	autónomas	aprobarán,	en	el	ámbito	de	sus	competencias,	las
leyes	reguladoras	de	la	Función	Pública	de	la	Administración	General	del	Estado	y	de	las	comunidades	autóno‐
mas”.	En	el	caso	de	la	Región	de	Murcia	no	se	ha	procedido	a	la	adaptación	de	su	normativa	autonómica	a	lo
dispuesto	en	el	EBEP.
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TEMA	4.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	CONCEPTO.	FASES
DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.	AUDIENCIA	AL	INTERESADO.
CÓMPUTO	DE	PLAZOS.	LA	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA.

LOS	DERECHOS	DE	LOS	CIUDADANOS.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	Y	NATURALEZA

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO:	La	definición	habitual	puede	ser	bien	el	método	para	ejecutar	algunas
cosas,	o	bien	la	actuación	que	se	lleva	a	cabo	mediante	trámites	administrativos	o	judiciales.

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	La	Exposición	de	Motivos	de	la	Ley	de	Procedimiento
Administrativo	de	1958	lo	definió	como	“cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y	de	una	forma	más	concisa,	el	artículo	105.c)	CE	lo	define
indirectamente	como	“procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	administrativos”.

Recientemente	la	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Admi‐
nistraciones	Públicas,	 lo	define	como	el	 conjunto	ordenado	de	 trámites	y	actuaciones	 formalmente
realizadas,	según	el	cauce	legalmente	previsto,	para	dictar	un	acto	administrativo	o	expresar	la	voluntad
de	la	Administración.

El	procedimiento	administrativo	es,	en	definitiva,	la	forma	en	que	han	de	producirse	los	actos	adminis‐
trativos,	que	deberán	ajustarse	al	procedimiento	establecido.	Como	consecuencia	de	los	pasos	y	resulta‐
dos	obtenidos	en	las	distintas	fases	del	procedimiento	se	forma	un	expediente,	en	el	que	figuran	los
diferentes	 documentos	 generados,	 que	 habitualmente	 son	 escritos.	 El	 expediente	 será	 la	 base	 que
permitirá	llegar	a	una	resolución	final,	que	contiene	la	decisión	de	la	Administración.

CONCEPTO	 DE	 PROCEDIMIENTO	 ADMINISTRATIVO	 COMÚN.‐	 El	 artículo	 149.1.18.	 de	 la	 Constitución
distingue	entre	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	administraciones	públicas,	que	habrán	de	garantizar
al	administrado	un	tratamiento	común	ante	ellas;	el	procedimiento	administrativo	común,	sin	perjuicio
de	las	especialidades	derivadas	de	la	organización	propia	de	las	Comunidades	Autónomas	y	el	sistema
de	responsabilidad	de	todas	las	Administraciones	Públicas.

La	Ley	39/2015	recoge	esta	concepción	constitucional	de	distribución	de	competencias	y	regula	el
procedimiento	administrativo	común,	de	aplicación	general	a	todas	las	Administraciones	Públicas	y	fija
las	garantías	mínimas	de	los	ciudadanos	respecto	de	la	actividad	administrativa.	Esta	regulación	no	agota
las	competencias	estatales	o	autonómicas	de	establecer	procedimientos	específicos	por	razón	de	 la
materia	que	deberán	respetar,	en	todo	caso,	estas	garantías.	La	Constitución	establece	la	competencia
de	las	Comunidades	Autónomas	para	establecer	las	especialidades	derivadas	de	su	organización	propia
pero	además,	como	ha	señalado	la	jurisprudencia	constitucional,	no	se	puede	disociar	la	norma	sustanti‐
va	de	la	norma	de	procedimiento,	por	lo	que	también	ha	de	ser	posible	que	las	Comunidades	Autónomas
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TEMA	5.‐	LOS	RECURSOS	HUMANOS	Y	LA	CALIDAD	EN
LOS	SERVICIOS.	LOS	SERVICIOS	DE	INFORMACIÓN
ADMINISTRATIVA	Y	DE	ATENCIÓN	AL	CIUDADANO.

1.‐	LOS	RECURSOS	HUMANOS	Y	LA	CALIDAD	EN	LOS	SERVICIOS

1.1.- CALIDAD DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS

Para hablar de calidad en la prestación de servicios públicos habría que definir en primer lugar lo que
entendemos por calidad. Es fácil encontrar mucha bibliografía y abundantes definiciones de calidad aplicada
a la producción industrial; de hecho, hace más de cuarenta años que el mundo de la industria habla –e
incorpora- el concepto de calidad en su actividad. Si buscamos calidad aplicada a la producción de servicios,
veremos que aquí las referencias son más escasas y, sobre todo, mucho más recientes, de quince años atrás
como máximo. Pero es cuando nos interesamos por la calidad aplicada a servicios públicos cuando empeza-
mos a tener auténticos problemas para encontrar referencias y experiencias, y más si lo buscamos en el
ámbito de la Administración Local o en el universitario.

El interés por la calidad en los servicios públicos es un fenómeno muy reciente que viene enmarcado sobre
todo por el profundo y rápido cambio que se está produciendo en la Administración Pública y en la relación
que establece con los ciudadanos. Hoy los ciudadanos han dejado de ser los “administrados”, más o menos
conformes con los servicios que les “daba” la administración, y han pasado a ser ciudadanos-clientes, que
saben que pagan y, en consecuencia, exigen a cambio servicios de calidad y, además, de calidad entendida
desde su punto de vista. Así, la Administración se convierte en proveedora de servicios para un “mercado”
de ciudadanos que le demanda calidad.

¿Qué es entonces la calidad? Si revisamos la abundante literatura sobre calidad	industrial encontraremos
muchas definiciones más o menos complejas, pero detrás de todas ellas siempre subyacen un par de concep-
tos implícitos:

-De acuerdo con unas normas (que se cumplan las especificaciones).
-Adecuación a las expectativas o necesidades (que se genere satisfacción).

Así, encontraremos calidad siempre que un producto o servicio se haga de acuerdo a las especificaciones
(como las normas ISO 9000 para el aseguramiento de la calidad) y el cliente esté satisfecho porque vea
cubiertas sus expectativas. La calidad de un servicio no será entonces solamente cuestión de “normas” sino
que es preciso que finalmente se traduzca en “satisfacción” de los usuarios.

Pero los servicios no son exactamente como los bienes industriales y todo lo que sabemos de la calidad
industrial no podemos trasladarlo sin más a la producción de servicios. Hay algunos aspectos diferenciales
de los servicios que vale la pena tener presentes en el momento de plantear mejoras de calidad:
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TEMA	6.‐	LOS	SISTEMAS	INFORMÁTICOS:	CONCEPTO,	COMPONENTES	Y
FUNCIONAMIENTO	GENERAL.	REDES	DE	ORDENADORES	E	INTERNET.	LA	RED
CORPORATIVA	DE	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	LA	REGIÓN	DE	MURCIA.

1.‐	NOCIONES	BÁSICAS	DE	INFORMÁTICA

Un ordenador es una máquina electrónica que sirve para procesar información digital.	La información digital
es aquella que puede expresarse en términos de 0 y 1, es decir, en el sistema binario de numeración. Si
partimos de una información analógica, como una fotografía en papel, es necesario digitalizarla previamente
antes de introducirla en el ordenador; en este caso mediante un escáner. 

1.1.- ESQUEMA BÁSICO DE FUNCIONAMIENTO

El funcionamiento básico de un ordenador puede expresarse mediante el siguiente esquema: 

1.- Debemos suministrar unos datos	de	entrada	al ordenador. Estos datos deben estar en formato digital
y podemos suministrárselos de varias formas: 

• Desde dispositivos de entrada, como el ratón, el teclado, o un escáner.

• Desde unidades de almacenamiento de datos, como un disco duro, un pen‐drive, una unidad óptica
(CD-ROM o DVD), una memoria flash, etc.

• A través de una conexión de red, como una red local o Internet.

2.- El ordenador procesa	dichos datos de entrada de acuerdo con las instrucciones	del programa	que
se esté ejecutando en ese momento. El procesamiento de datos puede consistir en realizar cálculos con
ellos, o en transferirlos de un lugar a otro. Esta labor la realiza, fundamentalmente, el microprocesador,
que actúa como Unidad Central de Procesamiento (CPU). Pero también intervienen:

• La memoria	RAM, almacenando temporalmente los datos y las instrucciones.

• La tarjeta	gráfica, que incluye su propio procesador y su propia memoria RAM.

• El chipset, que controla el flujo de datos entre el microprocesador, la tarjeta gráfica y el resto de los
dispositivos (monitor, disco duro, etc).

3.- Como consecuencia del procesamiento de los datos por parte del ordenador, éste obtiene un resulta-
do, que llamamos datos	de	salida. Estos datos pueden mostrarse en la pantalla del monitor, enviarse
a una impresora, almacenarse en el disco duro, etc. 
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TEMA	7.‐	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES
DE	LOS	TRABAJADORES	EN	MATERIA	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS
LABORALES.	LA	ORGANIZACIÓN	DE	LA	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS

LABORALES	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	REGIONAL.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.



www.temariosenpdf.es Tema 8 - Pág. 1

TEMA	8.‐	LA	SEDE	ELECTRÓNICA.	LA	IDENTIFICACIÓN	Y	AUTENTICACIÓN	DE
LAS	PERSONAS	FÍSICAS	Y	JURÍDICAS	PARA	LAS	DIFERENTES	ACTUACIONES	EN
LA	GESTIÓN	ELECTRÓNICA.	EL	DOCUMENTO	ELECTRÓNICO.	EL	EXPEDIENTE

ELECTRÓNICO.	LA	PLATAFORMA	DE	INTEROPERABILIDAD.

1.‐	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA

1.1.- PRINCIPIOS GENERALES

La administración electrónica constituye un instrumento esencial para prestar unos servicios públicos más
eficaces y de mejor calidad, reducir los plazos de espera de los usuarios y mejorar la transparencia y la
rendición de cuentas.

La administración electrónica se define como la utilización de las tecnologías de la información y la comuni-
cación (TIC) en las administraciones públicas, asociada a cambios en la organización y nuevas aptitudes del
personal. El objetivo es mejorar los servicios públicos, reforzar los procesos democráticos y apoyar a las
políticas públicas.

La administración electrónica o e-administración va más allá de la mera automatización de los procesos
administrativos y el desarrollo de productos y servicios electrónicos. Supone una nueva concepción de la
relación con los ciudadanos, empresas e instituciones, y una reingeniería de los procesos.

1.2.- EL DESARROLLO DE LA ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA

Las Administraciones Públicas llevan años invirtiendo para mejorar su funcionamiento interno, con el
convencimiento de que el ahorro económico derivado del incremento de su eficacia y eficiencia se trasladaría
a ciudadanos y empresas. La reducción de costes de los servicios, consecuencia de la mejora de su eficiencia
interna y la reducción de los plazos de tramitación de los procedimientos permitiría servicios mejores a
menor coste a la ciudadanía en su conjunto.

En esta búsqueda de la eficacia, las Administraciones han realizado importantes inversiones para incorporar
la utilización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) en su quehacer diario. Estas
tecnologías han permitido —en distinto grado— automatizar un elevado número de procesos y procedimien-
tos y ha simplificado considerablemente el trabajo interno desarrollado por muchos departamentos, con la
correspondiente mejora de su eficiencia, cumpliendo así una parte de las expectativas que la Administración
electrónica había despertado.

En paralelo con el uso de las TIC para mejorar los procesos internos, el desarrollo de Internet generó una
demanda importante sobre empresas y Administraciones para que éstas usaran el nuevo canal para facilitar
a sus usuarios la información y el acceso electrónico a sus servicios.



www.temariosenpdf.es Tema 9 - Pág. 1

TEMA	9.‐	IGUALDAD:	DISPOSICIONES	GENERALES.	TRANSPARENCIA
Y	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA:	CONCEPTOS	FUNDAMENTALES.

1.‐	IGUALDAD:	DISPOSICIONES	GENERALES

1.1.- POLÍTICAS DE IGUALDAD DE GÉNERO

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se ha desarrollado un acervo comunitario sobre
igualdad de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena
medida, la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia
de igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la forma-
ción y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su
suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso
decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación
en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en
puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida
personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella
«perfecta igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras
escritas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos
instrumentos jurídicos.

Resultaba necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún
subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre




